El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN REIVINDICATORIA / PERTENENCIA EN RECONVENCIÓN / POSESIÓN MATERIAL / DEFINICIÓN Y ELEMENTOS / REQUISITOS PARA LA SUMA DE POSESIONES.
A la suma de posesiones se refieren los artículos 778 y 2521 del Código Civil. Según el primero, “sea que se suceda a título universal o singular la posesión del sucesor principia en él; a menos que quiera añadir la de su antecesor a la suya”; y de acuerdo con el segundo, “si una cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción por dos o más personas, el tiempo del antecesor puede o no agregarse al tiempo del sucesor…”
… cuando el demandante en acción de pertenencia pretende adquirir el dominio de un inmueble que no ha poseído de manera personal el tiempo previsto por el legislador para tal cosa, puede acudir para completarlo a la institución jurídica de la suma de posesiones, pero en tal evento deberá tomarla con sus calidades y vicios y acreditar la existencia de un vínculo jurídico entre él y su antecesor; que las posesiones que se suman sean contiguas e ininterrumpidas y que haya habido entrega del bien. (…)
El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño. (…)

… contrario a lo que alega la apoderada de la sociedad recurrente, los referidos testimonios no demuestran que el señor Bernardo Gómez Herrera haya sido poseedor del inmueble desde el año 2005 y no puede sumársele a la del citado señor, la de una persona a quien se refiere como “Policía Arango”, pues como se indicara en otro aparte de este fallo, tal posesión no se invocó como fundamento de la acción de mutua petición.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Proceso:

Reivindicatorio con demanda de pertenencia como de mutua petición
Radicado:

66170-31-03-001-2015-00131-01

Juzgado:

Civil del Circuito de Dosquebradas
Demandante:

Gaviria y Gaviria Ltda. en liquidación

Demandado:

Bernardo Gómez Herrera
Poseedor:

Colombiana de Minerales y Carbones Comercializador Internacional
Sentencia 1ª:

Septiembre 14 de 2018
Audiencia 2ª:

Octubre 3 de 2019, 2 pm. 
HECHOS: (F. 17 y ss, C 1) La demandante es titular del derecho de dominio del inmueble ubicado en la Carrera Central C39 y Camino de Molino de Dosquebradas, que describe por sus linderos, con matrícula inmobiliaria No. 294-34534 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de ese municipio, el que posee en la actualidad el señor Bernardo Gómez Herrera, desde un período que no supera los 18 meses. 

PRETENSIONES: Se declare que pertenece a la demandante el dominio del inmueble referido; se ordene al demandado restituirlo y pagar el valor de los frutos civiles desde cuando comenzó a poseer y las costas del proceso.
RESPUESTA DEMANDA: El demandado no respondió.
ALGUNAS CUESTIONES EN RELACIÓN CON EL TRÁMITE DEL PROCESO:
El 17 de junio de 2016 se dio inicio a la audiencia inicial (F. 42, C 1) a la que solo asistió la parte demandante; se escuchó en interrogatorio a su representante legal y se decretaron pruebas.
El 6 de octubre de 2016, (F 39 y ss, C 3) se practicó inspección judicial al predio; se encontró al Dr. Guillermo Castañeda Sandoval, quien d¡jo actuar como agente oficioso de la Sociedad Colombiana de Minerales y Carbones Comercializadora Internacional SAS (Colmincar)y afirmó que esta era la poseedora del predio, la que adquirió por compra al demandado, mediante escritura pública No. 4230 del 17 de noviembre de 2015, la que aportó, junto con otros documentos. El juzgado, en el mismo acto, la tuvo notificada por conducta concluyente del auto admisorio de la demanda y le dio 10 días para contestar.
Se había programado el 12 de enero de 2017 la fecha para celebrar audiencia de instrucción y juzgamiento, pero se aplazó para resolver sobre respuesta de la demanda de Minerales y Carbones y otras peticiones. La actuación continúa en el cuaderno No. 4, después de admitida la demanda de reconvención (pertenencia) propuesta por la sociedad Colmincar y nuevamente se señala fecha para audiencia del 372 (F 84 y ss) en la que se decretan pruebas y se practica otra inspección judicial. Esa audiencia se inició el 1º de junio de 2018, se suspendió y se programó para el 15 del mismo mes; luego  para el 21 de agosto; para el 28 del mismo mes  y para el 14 de septiembre cuando se oyeron alegatos y se dictó el fallo.

RESPUESTA SOCIEDAD COLOMBIANA DE MINERALES Y CARBONES COMERCIALIZADORA INTERNACIONAL SAS: (f. 170 y ss, C 1) Negó casi en su mayoría los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de mérito propuso las que denominó falta de legitimación en la causa por pasiva; prescripción adquisitiva de dominio y mala fe.
DEMANDA DE RECONVENCIÓN: Esa sociedad la formuló (F 26 y ss, C 4). 
HECHOS: Es poseedora real y material y ejerce esa posesión en forma quieta, pacifica e ininterrumpida del predio con matrícula inmobiliaria No. 294-34534, la que adquirió por compra al señor Bernardo Gómez Herrera quien la ejerció por más de diez años, mediante escritura pública No. 4.230 del 17 de noviembre de 2015, la que había sido reconocida por la Secretaria de Gobierno Municipal en proceso de amparo policivo por perturbación a la posesión, tramitado contra la sociedad Gaviria y Gaviria en liquidación; suma a su posesión la de su antecesor, que la ejercía desde 2004; el predio lo dio en arriendo al señor Fernando Sánchez Gómez, quien ejerce laborales comerciales dedicadas al parqueo de vehículos a cambio de una remuneración y la sociedad demandante coadyuva los actos de mejora necesarios para el funcionamiento del establecimiento de comercio.
PRETENSIONES: Se declare que adquirió por prescripción extraordinaria el inmueble en disputa; se hagan las anotaciones del caso ante el funcionario competente del registro de inmuebles; se cancele la hipoteca que afecta el bien y se condene en costas a la demandada.

RESPUESTA DEMANDA DE RECONVENCIÓN: (F 43 y ss, C 4) Se negaron los hechos relacionados con la posesión ejercida por el inicial demandado y se dijo que no le constaba lo relacionado con la negociación celebrada por él, con el demandante en reconvención. Se opuso a las pretensiones.
RESPUESTA CURADOR AD LITEM PERSONAS INDETERMINADAS: Manifestó no oponerse a las pretensiones, pero solicitó se decidiera la cuestión con fundamento en las pruebas aportadas.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 14 de septiembre de 2018. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas por el demandado en la acción reivindicatoria; se accedió a las pretensiones en esta formuladas; se ordenó la restitución del bien; se condenó a la sociedad demandada a pagar a la demandante la suma de $21.413.333 e inscribir la sentencia en el folio de matrícula respectiva; se negó la acción de pertenencia y se condenó en costas a los demandados. 
Para decidir así, consideró el juzgado que la sociedad demandada no ha poseído el tiempo necesario para adquirir por prescripción adquisitiva y que la suma referida corresponde a los frutos civiles producidos por el inmueble, de acuerdo con el dictamen pericial practicado en el curso del proceso.
APELACIÓN: Inconforme  con el fallo lo impugnó la apoderada de la sociedad demandada. (Se entrega copia del respectivo escrito).

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

Procede este tribunal a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de la sociedad llamada como poseedora en la acción principal, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 14 de septiembre de 2018, en el proceso reivindicatorio instaurado por la sociedad Gaviria y Gaviria Ltda. en liquidación contra Bernardo Gómez Herrera y en el que intervino con aquella calidad, la sociedad Colombiana de Minerales y Carbones Comercializadora Internacional SAS, que además formuló demanda de mutua petición, tendiente a obtener se declare que adquirió el inmueble pretendido, por prescripción extraordinaria.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.
Además las partes están legitimadas en la causa, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia con fundamento en argumentos que esta Sala comparte; excepto, por pasiva, el señor Bernardo Gómez Herrera, quien no era poseedor del bien para cuando se presentó la demanda, pues había cedido ese derecho, por venta, a la sociedad impugnante. Así lo demuestra la copia de la escritura pública No. 4.230 del 17 de noviembre de 2015, otorgada en la Notaría Tercera del Circulo de Pereira. (F 10 a 12, C 1).
De esa manera las cosas, frente a él, por esa razón, se deben negar las pretensiones de la demanda, siendo menester precisar que es deber de esta Sala analizar de manera oficiosa esa legitimación, tal como lo ha enseñado la jurisprudencia de la CSJ, por ejemplo en las sentencias SC2642-2015 del 10 de marzo de 2015 y SC1182-2016 del 8 de febrero de 2016, a cuya lectura se remite.
2. Se recuerda que las pretensiones de la demanda principal se dirigen a obtener se declare que pertenece a la sociedad Gaviria y Gaviria Ltda., en liquidación, el dominio del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 294-34534 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas, Risaralda y se ordene su restitución; en la de reconvención, se declare que ese inmueble lo adquirió por prescripción extraordinaria, la sociedad Colombiana de Minerales y Carbones Comercializadora Internacional SAS, en adelante Colmincar. 
El juzgado accedió a la acción de dominio y negó la de pertenencia, al considerar que la sociedad demandada en la primera y demandante en la segunda, no ha poseído el tiempo necesario para adquirir por prescripción.

Inconforme con esa decisión, la referida parte apeló el fallo.
3. De acuerdo con el inciso 1º del artículo 328 del CGP, la actividad de la Sala queda circunscrita a analizar los reparos formulados por la parte recurrente, y a ello se  procede a continuación.
3.1 Aduce que sumando a su posesión la de sus antecesores, concretamente la del señor Bernardo Gómez Herrera y la del “Policía Arango”, ha cumplido el término necesario para adquirir por prescripción extraordinaria el predio objeto de litigio, lo que desconoció el juzgado por una indebida valoración probatoria, concretamente de los testimonios escuchados, porque con el del señor Armando Gómez Rojas ubicó el extremo inicial de la posesión el 1º de junio de 2006, pero dejó de valorar los demás escuchados y no los analizó en conjunto. De haberlo hecho, hubiese concluido que esa posesión se inició en el año 2005, la que adquirió Bernardo de la persona a que se refiere como “Policía Arango” y que tampoco se tuvo en cuenta la escritura pública por medio de la cual adquirió tal derecho la sociedad que representa.
Considera la Sala:

En el escrito por medio del cual se formuló la acción de pertenencia, dijo la sociedad demandante que sumaba a su posesión la que adquirió del señor Bernardo Gómez Herrera, quien la tuvo por más de diez años. Lo relacionado con la que ejercía la persona a quien se refiere como “Policía Arango”, constituye un hecho nuevo sobre el que dejará de pronunciarse la Sala para garantizar el derecho al debido proceso que como fundamental consagra el artículo 29 de la CN, del que es titular la sociedad demandada en reconvención, pues sobre ese supuesto fáctico no tuvo oportunidad de ejercer su derecho de defensa.

De esa manera las cosas, se analizará en esta providencia solo la que adquirió del señor Gómez Herrera, con el fin de establecer si resulta suficiente para el fin propuesto por la impugnante.
A la suma de posesiones se refieren los artículos 778 y 2521 del Código Civil. Según el primero, “sea que se suceda a título universal o singular la posesión del sucesor principia en él; a menos que quiera añadir la de su antecesor a la suya”; y de acuerdo con el segundo, “si una cosa ha sido poseída sucesivamente y sin interrupción por dos o más personas, el tiempo del antecesor puede o no agregarse al tiempo del sucesor…”, asunto sobre el que ha enseñado en su jurisprudencia la Sala Civil de Corte Suprema de Justicia: 
“… Esta Corte ha construido una vasta y profunda línea jurisprudencial, sobre los distintos tópicos relacionados con la naturaleza y alcance jurídico de la prescripción adquisitiva de dominio. En particular, en repetidas providencias, ha puntualizado que la posesión puede ser ejercida directamente por actos propios o a través de la figura de la suma de posesiones, reconocida en el ordenamiento civil, en los artículos 778 y 2521 del Código Civil, como una forma benéfica de  proyección del poder de hecho de las personas sobre las cosas; y puede tener su fuente en la accessio possessionis por acto entre vivos o en la succesio possessionis, cuando el causante fallecido transmite la posesión a sus herederos. Al poder agregar el tiempo de su antecesor o antecesores, el último poseedor podrá beneficiarse, y ganar por prescripción un bien determinado.  
En la accessio possessionis, modalidad sumatoria que ocupa la atención en este asunto, se ha precisado que para que tenga ocurrencia el fenómeno de la incorporación fáctica es necesaria la afluencia de las siguientes condiciones: “(…)a) que haya un título idóneo que sirva de puente o vínculo sustancial entre antecesor y sucesor; b) que antecesor y sucesor hayan ejercido la sucesión de manera ininterrumpida y c) que haya habido entrega del bien, lo cual descarta entonces la situación de hecho derivada de la usurpación o el despojo”. (CSJ. Civil. Sentencia 011 del 6 de abril de 1999, expediente 4931.)…” Sentencia SC 12323-2015 del 11 de septiembre de 2015. MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.

De acuerdo con esa jurisprudencia, cuando el demandante en acción de pertenencia pretende adquirir el dominio de un inmueble que no ha poseído de manera personal el tiempo previsto por el legislador para tal cosa, puede acudir para completarlo a la institución jurídica de la suma de posesiones, pero en tal evento deberá tomarla con sus calidades y vicios y acreditar la existencia de un vínculo jurídico entre él y su antecesor; que las posesiones que se suman sean contiguas e ininterrumpidas y que haya habido entrega del bien.

Al proceso se incorporó copia de la escritura pública No. 4.230 del 17 de noviembre de 2015, otorgada en la Notaría Tercera de Pereira, por medio de la cual el señor Bernardo Gómez Herrera transfiere a título de venta, a la sociedad Colombiana de Minerales y Carbones Comercializadora Internacional SAS, “la posesión y mejora, de lote de terreno con un kiosko y madera y pasto”, ubicado en el municipio de Dosquebradas, carrera central C 39 y Camino de Molino, el que se describe por sus linderos y se identifica con matrícula inmobiliaria No. 294-34534 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, por la suma de $100.000.000 que el vendedor declara recibida a entera satisfacción. Dicha posesión, se dice en tal documento, la ejerce el vendedor desde hace más de diez años. (F 10 a 12, C 4). 
Con tal documento se acredita la existencia del vínculo sustancial entre la sociedad Colmincar que alega ser la poseedora del bien, desde la fecha en que se suscribió, el 17 de noviembre de 2015, al haber adquirido ese derecho de quien lo ejerció por más de diez años, el señor Bernardo Gómez Herrera; además, la entrega del bien, que se hizo constar en ese mismo instrumento.
También resultaba menester demostrar que antecesor y sucesor ejercieron posesión de manera ininterrumpida, durante el tiempo necesario para adquirir por prescripción extraordinaria; es decir, diez años, de acuerdo con el artículo 1º de la ley 791 de 2002, contados hacia atrás desde la fecha en que se formuló la demanda, que lo fue el 4 de diciembre de 2015.
El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

El juzgado con fundamento en el testimonio del señor Armando Gómez Rojas, hijo del demandado Bernardo Gómez Herrera, concluyó que la posesión ejercida por este último debió comenzar el 1º de junio de 2006, en razón a que según el testigo, entró al lote como arrendatario de una persona a quien conocía como el policía, en ese último año y le compró su derecho seis o siete meses después.
Escuchados los dichos de ese deponente se observa que no se refirió a Bernardo como el poseedor del bien, dijo que había llegado como arrendatario y luego lo compró a quien conocía como “el policía”;  que lo acompañaba más que todo los domingos en el lugar, a reparar las cercas que se le dañaban y a ordeñar las vacas que ahí mantenía, las que además llevaba a pastar a predios vecinos y sacaba el agua de un pozo en un parqueadero cercano o pedía en canecas; además era quien limpiaba el lote e ignora si pagaba los impuestos del inmueble. Sin embargo, al preguntársele si reconocía Bernardo a alguien como dueño del inmueble, dijo que al policía, que a él lo conocía con esa calidad y que no sabe qué negocios hicieron. 

De esas aseveraciones puede inferirse que el referido Bernardo ejercía un poder de hecho sobre el inmueble, pues allí tenía unos semovientes, mas no que lo hiciera con el ánimo de señor y dueño, o por lo menos con esa calidad no se refirió a él su hijo, el testigo de que se trata. 
De otro lado, la falta de claridad en el testigo, en relación con las fechas a que se refiere,  impide a la Sala tener plena certeza sobre el período en que permaneció el padre del deponente en el predio de que se trata. Sin embargo, de aceptarse, en gracia de discusión, que lo hacía como poseedor material,  sí puede inferirse que no lo hizo por una década. 

En efecto, no pudo precisar la fecha en que su progenitor llegó al inmueble, inicialmente como arrendatario, según expresó, durante seis o siete meses, pues dice que fue en 2005 o 2006; luego, que ese último año, a principios, su padre le dijo que había comprado al “policía” y que en 2016, se le perturbó esa posesión, lo que justificó el adelantar unos trámites ante autoridad que no recuerda, pero de la que salió triunfante, a pesar de lo cual vendió, pues sintió miedo porque habían quemado lo que tenía en el lugar. 
Sí insistió el deponente en que para cuando su progenitor  negoció el lote con el policía, tenía 17 años y ahora tiene 29, lo que permite inferir que fue en el 2006, ya que su declaración la rindió el 21 de agosto de 2018, y más específicamente después del 3 de agosto de 2006, pues de acuerdo con el registro civil de nacimiento suyo, que obra a folio 40, nació ese día, en el año 1989. El año en que nació también lo expresó en la declaración que rindió.
Empero, desde agosto de 2006 hasta cuando su progenitor vendió la posesión, de asumirse que la haya ejercido, lo que no considera plenamente demostrado esta Corporación, el 17 de noviembre de 2015, no había corrido el término de diez años para adquirir por prescripción. Tampoco desde aquella y hasta cuando se presentó la demanda, el 4 de diciembre de 2015.

Los demás testigos oídos a instancias de la sociedad demandada tampoco demuestran la posesión que se dice ejerció el señor Gómez Herrera por el lapso señalado, como pasa a explicarse:
Carlos Fernando Duque Valencia tampoco se refirió de manera expresa a Bernardo Gómez Herrera el poseedor del predio, el que ni siquiera identificó plenamente como para que la Sala pueda determinar que se trata del mismo que es objeto de este litigio. Sin embargo, asumiendo que lo es, afirmó que el citado señor era quien de él disponía porque se los prestaba y cobraba por el uso que de él hacían algunas personas que allí guardaban caballos; lo conoció en tales circunstancias desde el año 2006, sin precisar el mes y dejó de hacerlo seis años antes de dar su declaración, la que rindió el 15 de junio de 2018; es decir, aproximadamente en el mismo mes de 2012, y entre esas fechas corrieron aproximadamente seis años. 
José Fernando Vélez Ospina dijo que conoció a Bernardo, quien guardaba unas vacas en un lote, al frente del sitio de su trabajo, hace 12 o 13 años; luego dijo que cuando empezó a laborar, ya estaba ahí; más adelante que no lo recuerda bien, pero hace 15 o 16 años; o 13 a 15. También afirmó que él lleva 21 años trabajando en la empresa. Al preguntársele porque había dicho que cuando empezó a laborar ya estaba el señor Bernardo en el lugar, dijo que porque los rotaban y que se refería a la sede principal, con lo cual nada aclaró.
Pero más importante que las imprecisiones en las fechas a que se refiere, ese deponte ignora la calidad con la que ocupaba el predio el citado señor, pues dijo que no sabía si era de su propiedad, pero que ahí permanecía con el ganado y que lo vio hasta hace cuatro o cinco años; es decir hasta 2013.

De sus afirmaciones entonces se infiere que se refirió al corpus como elemento de la posesión, mas no al ánimo de señor y dueño para completar la figura.
En la versión del señor Orlando de Jesús Rincón López tampoco puede hallarse la prueba de esa posesión, pues dijo que empezó a comprar  leche a Bernardo en el lote objeto de litigio hace diez años y durante cuatro, como hasta 2011 o 2012, porque cambió de barrio  y no sabe qué pasó con él. Luego dijo que comenzó a hacerlo a finales de 2007 o comienzos de 2008 y lo hizo hasta 2012 o 2013 y que iba muy pocas veces al lugar, la última vez entre 2012 y 2013; consideraba dueño porque le hacía mantenimiento al lote, pero al respecto solo dijo que una vez le ayudó con una guadua a arreglar el cerco. Es decir, sus expresiones tampoco alcanzan a demostrar la posesión alegada, ni que haya sido decenaria.

El análisis en conjunto de tales testimonios tampoco permiten deducir hecho como ese, pues además de que fueron en su mayoría vagos en relación con los actos posesorios ejercidos por el señor Gómez Herrera, de los que pudiera deducirse su ánimo de actuar como dueño, ninguno de ellos dijo que en el predio en controversia haya permanecido por más de diez años, sin reconocer dominio ajeno, lo que ni siquiera se logra sumándole la ejercida por la sociedad Colmincar, que alcanzó a hacerlo apenas unos 17 días contados para atrás, desde la fecha en que se formuló la acción.

En conclusión, contrario a lo que alega la apoderada de la sociedad recurrente, los referidos testimonios no demuestran que el señor Bernardo Gómez Herrera haya sido poseedor del inmueble desde el año 2005 y no puede sumársele a la del citado señor, la de una persona a quien se refiere como “Policía Arango”, pues como se indicara en otro aparte de este fallo, tal posesión no se invocó como fundamento de la acción de mutua petición.

Tampoco puede encontrarse la prueba de una posesión decenaria en la escritura pública por medio de la cual fue adquirida por la sociedad Colmincar, en la que se dijo que durante ese lapso la ha ejercido el vendedor Bernardo Gómez Herrera, pues no es esa la forma de acreditar el ejercicio de tal derecho, como lo explica en su jurisprudencia la CSJ:
“… Adviértase, que la posesión, en sentido naturalístico es un hecho material, externo, objetivo y perceptible generatriz de una situación jurídica y de un ‘poder de hecho’ sobre la cosa ‘entendido él como la posibilidad tangible que el sujeto de la relación material tiene para someter la cosa bajo su influjo’ (cas.civ. julio 7/2007, exp. 00358-01), por lo cual, estricto sensu, únicamente se presenta en virtud de la tenencia física de una cosa con señorío ‘porque el alcance histórico, humano, social e ideológico de la palabra le da a ésta su contenido esencial de hecho o fenómeno objetivo y corpóreo’ y no por su inscripción en el registro inmobiliario, carente ‘intrínsecamente, de los elementos propios de la posesión, porque no es acto material y menos aún conjunto de actos materiales sobre la cosa, requerido para probar posesión; no es poder físico, ni esfuerzo ni trabajo, lo único apto para producir los efectos posesorios; ni obstáculo para que a espaldas de las inscripciones se desarrollen los hechos y la vida de manera incontenible’ (cas. civ. abril 27/1955, XCII, pp. 36 ss), por cuanto, ‘[n]o existe, por lo mismo, en la legislación colombiana una posesión que consista en la inscripción de los títulos de los derechos reales inmuebles en el Registro Público, porque, como lo ha consagrado la jurisprudencia nacional que este fallo acoge y compendia, la inscripción de los títulos carece de contenido y alcance posesorios’ (G. J. LXXX, p. 87) y ‘la única posesión real y jurídicamente eficaz es la posesión material, o sea, la que, conforme al artículo 762 del Código Civil consiste en la tenencia de una cosa con ánimo de señor o dueño. Esta posesión implica la aprehensión de un bien y el poder que se ejerce sobre él, mediante actos de goce y transformación. La llamada posesión inscrita  no es en el fondo posesión, ya que la única verdadera es la material’ (cas. civ. sentencia de mayo 30 de 1963 reiterada en sentencia S-014-2001[6446] 14 de febrero de 2001)…”

Las copias del proceso que se adelantó ante la Inspección Segunda de Policía de Dosquebradas, por perturbación a la posesión, instaurado por el señor Bernardo Gómez Herrera demuestran que por Resolución 095 del 16 de octubre de 2015, la Secretaría de Gobierno de Dosquebradas revocó la decisión adoptada en primera instancia y declaró a favor del citado señor el satu quo; ordenó a la sociedad Gaviria y Gaviria Ltda., en liquidación, restablecer la posesión de que el citado señor venía gozando (Obran en el cuaderno 2). Empero no acreditan lo que era menester en esta causa: la posesión decenaria invocada por la impugnante, pues esa clase de asuntos se limitan a preservar o a restablecer una situación de hecho a la que existía antes de la perturbación o de la pérdida de la posesión o tenencia sobre un determinado bien. Así lo disponía el artículo 125 del Código de Policía vigente para cuando se adoptó la decisión de que se trata y lo hace en la actualidad el artículo 80 del  Código Nacional de Policía y Convivencia.
3.2 Aduce la impugnante que en la sentencia de primera instancia se expresó que con la presentación de la demanda se interrumpió el término de prescripción que corría en favor del poseedor, sin tener en cuenta que la demanda fue dirigida contra Bernardo Gómez Herrera, quien no era para entonces la persona que ejercía ese derecho; por eso, hubo de vincularse a la sociedad impugnante mediante auto del 6 de octubre de 2016 y es en esta fecha en la que se produce la interrupción, de acuerdo con el artículo 94 del CGP. Agregó que  fue citado al proceso con fundamento en el artículo 67 de la misma obra y como el llamamiento se hizo después de la notificación de la demanda, mal hace el juzgado al contar la prescripción desde cuando esta se formuló o desde la notificación efectiva al demandado, porque la primera norma citada no puede aplicarse a quien no es parte en el proceso, siendo la doctrina y la jurisprudencia pacífica al respecto; aduce que el término debe contarse desde cuando propuso la excepción de prescripción e instauró la demanda de reconvención.
Considera la Sala:

El artículo 94 del CGP dice en lo pertinente: “La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante. Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la notificación al demandado… Si fueren varios los demandados y existiere entre ellos litisconsorcio facultativo, los efectos de la notificación a los que se refiere este artículo se surtirán para cada uno separadamente, salvo norma sustancial o procesal en contrario. Si el litisconsorcio fuere necesario será indispensable la notificación a todos ellos para que se surtan dichos efectos…”
Esa disposición es clara al señalar cómo se suspende el término de prescripción con la presentación de la demanda, sin que autorice hacerlo en forma diferente cuando la vinculación del poseedor se ordena después de presentado aquel escrito. Y aunque dice la apoderada recurrente, que son pacíficas la doctrina y la jurisprudencia en relación a que esa norma no es aplicable en este caso, ninguna que así lo diga, le sirve de apoyo a sus alegatos.

Al formular los reparos transcribió apartes del texto Código General del Proceso, Parte General, Editorial Dupre Editores, 2016, página 267, del Dr. Hernán Fabio López Blanco, la que no puede ser interpretada como lo plantea la recurrente, pues lo que dice de manera clara el doctrinante es que el término de un año para realizar la notificación al listisconsorte que interviene después de formulada la demanda, se debe contar desde cuando se ordenó su intervención, si se hizo en primera instancia, mas no que la presentación de la demanda no interrumpa la prescripción o que este hecho se produce cuando ese litisconsorte interviene formulando excepciones o demandando en reconvención.

Lo que dice el tratadista es que no puede prosperar la excepción de prescripción si citado un litisconsorte necesario pasivo, su notificación se logra dentro del plazo señalado en el artículo 94 del CGP, contado desde el momento en que comenzó a correr el término para notificarlo, es decir, del auto que en primera instancia ordenó su vinculación. 
En el asunto bajo estudio, fue en la primera inspección judicial practicada al predio, el 6 de octubre de 2016, cuando se ordenó vincular a la referida sociedad y en ese mismo acto se le corrió traslado de la demanda. Es decir, la notificación se produjo dentro del año siguiente a la fecha en que se ordenó vincularlo y por ende, se interrumpió la prescripción con la presentación de la demanda, que lo fue el 4 de diciembre de 2015.
3.3 Está inconforme la apoderada del impugnante porque no se pronunció el juzgado en relación con la falsedad material e ideológica en que incurrió la sociedad demandante, que al gravar con hipoteca el inmueble en disputa, mediante escritura pública No. 024 del 6 de enero de 2016, otorgada en la Notaría Quinta del Circulo de Pereira, dijo que  en la actualidad posee el bien de manera quieta, regular y pacífica; que no es objeto de demanda civil, ni está embargado y se halla libre de condiciones resolutorias de dominio y de todo tipo de gravámenes, pues en tal forma desconoció la posesión del señor Bernardo Gómez Herrera, la que se le concedió en el proceso que instauró para que se le protegiera ese derecho por la Secretaria de Gobierno del municipio de Dosquebradas; además, el proceso reivindicatorio, lo que debe ser valorado en el fallo respecto a la lealtad con que actuó.
En la cláusula séptima de la escritura pública a que se refiere la impugnante (F 5 a 9. C 1) se consignó que la sociedad actora, en la acción principal, tenía la posesión del inmueble y que este no era objeto de demanda civil, a pesar de que para entonces de aquella estaba privado y era el objeto de la acción reivindicatoria. Sin embargo, la circunstancia de que la sentencia de primera instancia haya omitido referirse a esos aspectos, resulta insuficiente para acceder a las pretensiones de la demanda de mutua petición, pues además de que esas manifestaciones no resultan idóneas para probar la posesión de la sociedad demandada por más de una década, tampoco se hizo mención a ellas en aquel escrito, en el que se pidió declarar extinta la hipoteca, como consecuencia de la petición principal, a la que no se accedió.

4. En conclusión, la ausencia de prueba de uno de los elementos de la acción de pertenencia: el término necesario para adquirir por prescripción extraordinaria, constituye razón suficiente para negar las súplicas de la demanda de pertenencia y como tuvo razón el juzgado al negarlas, se confirmará la sentencia que se revisa, aunque se recuerda que esa decisión se adopta frente al señor Bernardo Gómez Herrera, ante su falta de legitimación en la causa por pasiva.
Se condenará a la sociedad demandante en reconvención a pagar las  costas causadas en esta instancia, a favor de la sociedad frente a la cual instauró esa acción, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA :

Primero: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 14 de septiembre de 2018, en el proceso reivindicatorio instaurado por la sociedad Gaviria y Gaviria Ltda. en liquidación contra Bernardo Gómez Herrera y en el que intervino como poseedora la sociedad Colombiana de Minerales y Carbones Comercializadora Internacional SAS, que además formuló demanda de mutua petición, tendiente a obtener se declararara que adquirió el inmueble pretendido, por prescripción extraordinaria.

Segundo: Costas a cargo de la sociedad demandante en reconvención,  a favor de la sociedad frente a la cual instauró esa acción, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.
No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sala de Casación Civil, sentencia del 16 de diciembre de 2011, MP. William Namen Vargas, expediente 05001-3103-001-2000-00018-01
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